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por Ángel Aday Jiménez Alemán
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I. INTRODUCCIÓN

La evolución de la posición del individuo en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (SIDH) es ejemplo del progresivo avance del status jurídico de la persona 
en el Derecho internacional. Desde la situación tradicional en la que los Estados eran 
los únicos sujetos de Derecho internacional, siendo los mediadores de unos individuos 
privados de derechos y deberes jurídicos, hemos ido avanzando progresivamente ha-
cia un escenario en el que el individuo representa un papel fundamental al adquirir 
status jurídico propio, especialmente en el ámbito del Derecho internacional de los 
derechos humanos. Este hecho forma parte del fenómeno conocido doctrinalmente 
como la constitucionalización del derecho internacional público.

Así, la posición jurídica del individuo ante la Corte Interamericana (Corte IDH o la 
Corte, en adelante) sigue mediatizada por el derecho de petición individual a la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH o la Comisión, en adelante), que de 
acuerdo a los arts. 44 a 51 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), 
es el órgano que analiza, investiga y decide si traslada a la Corte las peticiones acerca 
de vulneraciones de derechos humanos contenidos en la Convención, planteadas por 
personas, grupos de personas u organizaciones no gubernamentales. Esta regulación 
es semejante a la del sistema europeo antes del Protocolo 11, pero sigue constituyendo 
un avance frente a los sistemas africano y árabe, donde, o bien el acceso individual 
a la jurisdicción está limitado a un número reducido de Estados, o bien no existe ni 
órgao judicial ni derecho de petición individual.

En cualquier caso, sí que podemos observar un progresivo avance en el acceso del in-
dividuo a la Corte Interamericana gracias a las reformas reglamentarias de los últimos 
años, lo que constituye uno de los principales hitos de nueva construcción en torno a la 
evolución de este sistema regional, junto con el “control difuso de convencionalidad”. 
Esta última materia ha sido abordada en esta publicación, por lo que no es la primera 
vez que la actualidad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos ocupa las 
páginas de esta revista1.

Tanto la CIDH como la CorteIDH, con más de cincuenta y treinta años de ejerci-
cio respectivamente, han impulsado de forma conjunta un sistema que muestra 
importantes elementos diferenciadores respecto de otros instrumentos regionales 
de protección de derechos humanos, especialmente del sistema del Convenio Euro-
peo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 

1. FERRER MAC-GREGOR, EDUARDO, “El control difuso de convencionalidad por los jueces 
latinoamericanos: Evolución de la doctrina de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, nº 2, 2011.
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(CEDH). Tanto las materias a las que se ha enfrentado este sistema (particularmente 
leyes de amnistía, desapariciones forzosas y asesinatos en masa perpetrados du-
rante regímenes dictatoriales, además de los derechos de las personas indígenas) y 
la profunda diversidad del contexto en el que se ha desarrollado, como el hecho de 
que su funcionamiento esté determinado por agudas restricciones presupuestarias, 
órganos no permanentes y paulatinos rechazos a su legitimad2, explican las todavía 
considerables diferencias respecto del sistema europeo, más aún cuando nos referi-
mos a la concreta posición del particular ante los órganos que lo integran.

Aunque en el marco del SIDH se reconoce la protección de los derechos convencio-
nales a todas las personas (art. 1.2), todavía no encontramos mención alguna en su 
Reglamento (RCorteIDH) al acceso directo del individuo a la Corte, por lo que su 
jurisdicción sobre las alegadas vulneraciones de derechos humanos es indirecta. La 
Comisión y los Estados siguen compartiendo el oligopolio del locus standi ante la 
Corte, aunque el peticionario individual haya ido abriéndose camino mediante una 
transformación de su legitimidad procesal: desde “convidado de piedra” en su propio 
proceso, a impulsor dotado ahora de auténticas capacidades procesales. Y esto gracias 
a la potestad de autoregulación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

II. REFORMAS REGLAMENTARIAS SOBRE EL  
LOCUS STANDI IN JUICIO EN LA CORTE INTERAMERICANA  
DE DERECHOS HUMANOS

La Convención Americana de Derechos Humanos, aprobada el 21 de noviembre 
de 1969 y con entrada en vigor el 18 de julio de 1978, es un tratado regional obli-
gatorio para los Estados que lo ratifiquen o se adhieran a él que, a la fecha, son 
veinticinco3. La CADH instrumentó dos órganos competentes para conocer de 
las violaciones a los derechos humanos: la Comisión y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. La primera fue creada en 1959 por la Resolución III de la 
Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores celebrada en 
Santiago de Chile e inició sus funciones el 3 de octubre de 1960, cuando el Consejo 
de la Organización de Estados Americanos (OEA) aprobó su Estatuto, modificado 
parcialmente por la Resolución XXII de la Segunda Conferencia Interamericana 
Extraordinaria celebrada en Río de Janeiro del 17 al 30 de noviembre de 1965, 
que convirtió a la Comisión en un órgano internacional habilitado para tramitar 
peticiones individuales4. Por su parte, en 1969 la CADH creó la Corte, que se ins-
taló en San José de Costa Rica el 3 de septiembre de 1979. En octubre de ese año, 
la Asamblea General de la OEA celebrada en La Paz (Bolivia) aprobó su Estatuto 
mediante Resolución nº 448, y en julio de 1980 se aprobó su Reglamento. Así, la 
función de protección de derechos en el SIDH no es exclusiva de la CorteIDH5.

2. Al tradicional rechazo hacia la Convención por parte de los países que comparten sistemas jurídicos de 
common law, encabezados por los Estados Unidos de América y Canadá, hay que añadir las denuncias de 
Trinidad y Tobago en 1998 y la de Venezuela en 2012. 

3. http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos_firmas.htm

4. El nuevo Estatuto de la Comisión fue aprobado por la Asamblea General de la OEA mediante Resolución nº 
447, en su noveno periodo de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia, en octubre de 1979. El Protocolo de Buenos 
Aires, suscrito el 27 de febrero de 1967 y en vigor desde el 27 de febrero de 1970, incorporó la CIDH al texto de la 
Carta de la OEA. 

5. La CADH encomienda tres tipos de competencias a los órganos por ella establecidos: una función de 
promoción de los derechos humanos, que concierne exclusivamente a la Comisión; una función de protección de 
los derechos humanos, que corresponde conjuntamente a la Comisión y a la CorteIDH y una función consultiva 
que, en lo relativo a la interpretación autorizada de la Convención o de otros tratados concernientes a la 
protección de derechos humanos en el continente, ha sido asignada a la Corte. 

http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos_firmas.htm
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En lo que a la CIDH se refiere, sus competencias varían en función de que se trate de 
Estados de la OEA que hayan ratificado o no la CADH6. Por lo que aquí interesa debe 
destacarse que, tal y como señalara el juez CANÇADO TRINDADE en su voto concu-
rrente a la Sentencia de la CorteIDH en el caso Castillo Petruzzi y otros7, el derecho 
de petición individual consagrado en el art. 44 CADH no sólo permite el acceso a los 
órganos del SIDH, sino que impone a los Estados parte de la Convención eliminar 
cualquier obstáculo para su efectivo ejercicio8. En virtud de lo dispuesto en el art. 44 
CADH cualquier persona, grupo de personas o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la OEA, podrá presentar ante la CIDH 
peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de la CADH por un Estado 
parte que hubiera reconocido la correspondiente competencia de la Comisión. 

El Reglamento de la Comisión ha sido modificado en su 147° Período Ordinario de 
Sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo de 20139. Esta reforma es resultado de un 
proceso para el fortalecimiento del SIDH iniciado con la creación por el Consejo Per-
manente de la OEA, el 29 de junio de 2011, de un Grupo de Trabajo Especial, y que 
ha culminado con la Resolución 1/2013 de la Comisión relativa a la reforma de su 
Reglamento, Política y Prácticas10. No obstante, a los efectos que aquí interesan, es 
la reforma adoptada por la Comisión en su 137° Período Ordinario de Sesiones, cele-
brado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009, la que merece especial atención. 
Esta reforma supuso la supresión de la posibilidad de que el peticionario pudiera ser 
parte de la delegación de la Comisión ante la Corte (art. 71), regulada por el art. 69 
del Reglamento de 2006. Además, según el nuevo art. 73 del Reglamento y tal y como 
se verá a continuación, si la Comisión decide enviar el caso a la Corte, notificará de 
inmediato al Estado, al peticionario y a la víctima, transmitiendo al peticionario todos 
los elementos necesarios para la preparación y presentación de la demanda. Puede 
afirmarse, por tanto, que ya no es la Comisión la que presenta la demanda y que a la 
misma no le corresponde presentar hechos o pruebas nuevas respecto de los presen-
tados por la víctima, su representante o un tercero. En cualquier caso, el acceso a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos sigue exigiendo el previo examen de la 
petición por la Comisión. 

La Comisión, a través de su Secretaría Ejecutiva, dará trámite a las peticiones que 
reúnan los requisitos previstos en el artículo 28 de su Reglamento, que concreta los 

6. Sobre las funciones y atribuciones de la CIDH, http://www.oas.org/es/cidh/mandato/funciones.asp (último 
acceso el 2 de mayo de 2014). A las atribuciones generales de la Comisión se refiere el art. 18 de su Estatuto, 
mientras que a la distinción entre las funciones que le son atribuidas respecto de los Estados de la OEA que son 
parte de la Convención y los que no lo son, se refieren los artículos 19 y 20 del mismo texto. 

7. Caso Castillo Petruzzi, Excepciones Preliminares, Sentencia de 4 de septiembre de 1998, Corte I.D.H. (Ser. C) 
No. 41 (1998).

8. Al carácter absoluto del derecho al recurso individual ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos(TEDH) 
se ha referido el propio Tribunal de Estrasburgo en numerosas ocasiones. Vid, a este respecto, pp. 9 y 10 de la 
Guía de admisibilidad publicada, en su versión en inglés, en http://www.echr.coe.int/Documents/Admissibility_
guide_ENG.pdf (último acceso el 2 de mayo de 2014).

9. Los arts. 11, 25, 28 a 30, 36, 37, 42, 44, 46, 59, 72, 76 y 79 del Reglamento de la Comisión fueron modificados 
por la Comisión en su 147º periodo ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo de 2013, entrando en 
vigor dichas modificaciones el 1 de agosto del mismo año. Estos preceptos se refieren a la adopción de medidas 
cautelares, los requisitos para la consideración de las peticiones, su tramitación inicial, el procedimiento y la 
decisión de admisibilidad, el procedimiento sobre el fondo, el archivo de peticiones y casos, el informe sobre 
el fondo, la suspensión del plazo para el sometimiento del caso a la Corte, el informe final, la comparecencia 
de peritos, la adopción de medidas provisionales y la propia modificación del Reglamento. Al Reglamento 
en cuestión puede accederse a través de la web de la OEA: http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/
reglamentoCIDH.asp#5 (último acceso el 14 de febrero de 2014).

10. Disponible en http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion1-2013esp.pdf (último acceso el 2 de 
mayo de 2014).

http://www.oas.org/es/cidh/mandato/funciones.asp
http://www.echr.coe.int/Documents/Admissibility_guide_ENG.pdf
http://www.echr.coe.int/Documents/Admissibility_guide_ENG.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion1-2013esp.pdf
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arts. 46 y 47 CADH11, cuyo cumplimiento determina la posibilidad o imposibilidad 
de continuar el procedimiento ante la Comisión, regulado en los arts. 48-50 CADH. 
Se dota así a la CIDH de una función cuasijudicial, de modo que para poder conocer 
de la presunta vulneración de la Convención previamente habrá de confirmar su 
competencia12. La Comisión se pronunciará sobre la admisibilidad del asunto en un 
informe que será público y se incorporará a su Informe Anual a la Asamblea General 
de la OEA. Con la apertura del caso, fijará un plazo de cuatro meses para que los 
peticionarios presenten sus observaciones adicionales sobre el fondo y concretará 
el plazo del que disponen las partes para que manifiesten si tienen interés en iniciar 
el procedimiento de solución amistosa previsto en el art. 40 de su Reglamento. En 
caso de no haberse iniciado tal procedimiento ni haberse archivado la petición, la 
Comisión deliberará sobre el fondo. Las deliberaciones de la Comisión se harán en 
privado y todos los aspectos del debate serán confidenciales. Tras la deliberación y 
el voto sobre el fondo se dan dos posibilidades. Por un lado, si la Comisión establece 
que no hubo violación, el informe será transmitido a las partes, y será publicado e 
incluido en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA. Por 
otro, si establece una o más violaciones, la CIDH preparará un informe preliminar 
con las proposiciones y recomendaciones que juzgue pertinentes y lo transmitirá al 
Estado en cuestión, notificando al peticionario al respecto. En el supuesto de Esta-
dos parte de la Convención que hubieran aceptado la competencia contenciosa de 
la Corte, la Comisión dará al peticionario la posibilidad de presentar, en el plazo de 
un mes, su posición respecto del sometimiento del caso a la Corte. Si el peticionario 
tuviera interés en que el caso sea sometido a la Corte, debe presentar la posición de 
la víctima o sus familiares, si fueran distintos del peticionario; los fundamentos con 

11. Se trata del necesario agotamiento de los recursos internos, el planteamiento de la petición en los seis meses 
siguientes a la fecha de la decisión final, la identificación del peticionario y la prohibición de la simultánea 
existencia de otro procedimiento de arreglo internacional sobre la misma materia. Estos requisitos son idénticos 
a los impuestos al particular para la presentación de una demanda ante el TEDH según lo dispuesto en el art. 
35 del CEDH. No obstante, cabe destacar que en el caso interamericano es la propia CADH la que establece la 
posibilidad de, bajo circunstancias excepcionales, dispensar al particular del obligado agotamiento de recursos 
internos y de la consecuente necesidad de presentar la petición en el plazo correspondientes (arts. 46.2 CADH 
y 31.2 y 32.2 Reglamento CIDH), excepción que en el caso europeo es fruto de la doctrina del TEDH, y no de un 
derecho convencional propiamente dicho. 

12. En cuanto a la competencia ratione personae, un primer aspecto que debe examinar la Comisión se refiere 
al Estado denunciado, que debe ser un Estado parte de la Convención en contra del que puedan formularse 
peticiones individuales de forma automática (art. 44 CADH y art. 19.a Estatuto de la Comisión). En cuanto al 
denunciante debe destacarse que, a diferencia de lo que ocurre en el marco del sistema europeo, éste no sólo 
puede no ser la víctima de la presunta violación, sino que en ese caso tampoco se exige que el denunciante 
tenga que ser el representante de la víctima, una persona directamente vinculada a la misma o contar con el 
consentimiento de aquélla. Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución nº 59/81, caso 
1954 (Uruguay), de 16 de octubre de 1981, en Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 1981-1982, Secretaría General Organización de los Estados Americanos, Washington DC, 1982, 
p. 98. En cuanto a la competencia ratione materiae, hay una diferencia significativa entre el texto del art. 
44 CADH, relativo al derecho de petición individual, y el del art. 45, relativo a las comunicaciones estatales, 
pues mientras que el primero parece referirse a una violación de cualquier precepto de la Convención, el 
art. 45 hace referencia únicamente a las violaciones de los derechos humanos reconocidos en la misma. Sin 
embargo, el art. 27 del Reglamento de su Reglamento dispone que la Comisión sólo tomará en consideración 
las peticiones sobre presuntas violaciones de derechos humanos consagrados en la Convención y otros 
instrumentos aplicables (que concreta el art. 23 de dicho Reglamento). En este último sentido pueden verse 
también los arts. 47.b CADH y 34.1.a del Reglamento de la CIDH. En lo que se refiere a las competencias 
estatutarias respecto de los Estados miembros del sistema que no son partes en la Convención, el art. 20.a 
del Estatuto de la Comisión le encomienda a ésta “prestar particular atención a la tarea de la observancia 
de los derechos humanos mencionados en los arts. I, II, III, IV, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre”. No obstante, esta disposición no restringe las competencias 
de la Comisión únicamente a la supervisión de estos derechos. El art. 23 del Reglamento de la Comisión le 
permite recibir y tramitar denuncias referentes a presuntas violaciones de un derecho reconocido, según el 
caso, en la Convención o en la DADH, o en alguno de los protocolos adicionales a la CADH, o en alguna de las 
convenciones que complementan el SIDH. Finalmente, la competencia ratione loci de la Comisión está sujeta 
a la jurisdicción de los Estados parte de la Convención (Art. 1 CADH). La Comisión conocerá de los hechos 
acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate (competencia 
ratione temporis), si bien en cuanto a las competencias estatutarias de la Comisión respecto de países 
miembros del SIDH que no han ratificado la Convención, el punto de referencia es su ingreso en la OEA.
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base en los cuales considera que el caso debe ser remitido a la Corte y las pretensio-
nes en materia de reparaciones y costas. La Comisión someterá el caso a la Corte si 
considera que el Estado en cuestión no ha cumplido con las condiciones establecidas 
en el informe aprobado de conformidad con el art. 50 CADH, salvo opinión contraria 
de la mayoría absoluta de sus miembros13. 

En cuanto a la tramitación de los casos ante la Corte IDH, debe señalarse que el 
Reglamento de la Corte también ha sido sometido recientemente a una importante 
reforma. Tras la aprobación de su Reglamento originario en julio de 1980, la Corte 
modificó en sucesivas ocasiones la normativa que rige su funcionamiento. El art. 22 
del Reglamento aprobado durante su Período Ordinario de Sesiones XXIII, realizado 
desde el 9 al 18 de enero de 1991, permitió incluir entre los delegados de la Comisión 
facultados para intervenir en el procedimiento ante la Corte a uno o más de los repre-
sentantes de las presuntas víctimas. Con posterioridad, en la enmienda introducida 
durante su Período Ordinario de Sesiones LXI, realizado de 20 de noviembre a 4 de 
diciembre de 2003, al Reglamento aprobado durante su Período Ordinario XLIX, 
realizado del 16 al 25 de noviembre de 2000, se permitió (art. 23 RCorteIDH) a las 
presuntas víctimas someter a la Corte argumentos, mociones y pruebas, aclarándose 
que la expresión “partes en el caso” se referiría a la o las presuntas víctimas y a los 
Estados, reservándose para la Comisión el calificativo de “parte procesal”. La CIDH 
seguía así siendo la parte demandante, lo que puede entenderse como una de las prin-
cipales causas impulsoras de las últimas reformas reglamentarias de la Corte y de la 
Comisión14. La última reforma del Reglamento de la Corte fue aprobada en el LXXXV 
Período Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009, y entró 
en vigor el 1 de enero de 2010. La principal novedad que introduce la última reforma 
al RCorteIDH es la relativa al papel de la Comisión en el procedimiento ante la Corte, 
pues se mantiene como órgano del sistema pero pierde su estatus de parte procesal. 
Tal y como se señala en la Exposición de Motivos de la reforma reglamentaria, se 
pretende así dar respuesta “a la conveniencia de otorgar mayor protagonismo al litigio 
entre los representantes de las víctimas o presuntas víctimas y el Estado demandado”. 
De este modo, una vez que el caso está sometido a la Corte y aunque limitadas por 
los hechos informados por la Comisión, las presuntas víctimas o sus representantes 
podrán presentar autónomamente su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas y 
proseguir con absoluta independencia todo el proceso.

Conforme al artículo 35 RCorteIDH, la Comisión ya no inicia el procedimiento con la 
presentación de una demanda, sino con la remisión de su informe de fondo, emitido 
conforme al artículo 50 de la Convención. Al enviar este informe, la Comisión debe 
presentar los fundamentos que la llevaron a someter el caso a la Corte. Además, a 
diferencia de lo dispuesto en el anterior Reglamento, la Comisión no podrá ofrecer 
testigos y declaraciones de presuntas víctimas y, de acuerdo al mencionado artículo, 
sólo en ciertas circunstancias podrá ofrecer peritos. Asimismo, en los casos en los que 
se realice audiencia, la Comisión será la que inicie la misma, exponiendo los motivos 
que la llevaron a presentar el caso y, en su momento, sus observaciones finales. Los 
interrogatorios podrán ser hechos por los representantes de las presuntas víctimas y 
los del Estado, pudiendo la Comisión interrogar a los peritos en la situación prevista 
en el artículo 52 del Reglamento. Por otro lado, la reforma incluye una nueva dispo-
sición en el art. 19 RCorteIDH que establece que los jueces no podrán participar en 

13. Vid. arts. 36 a 45 del Reglamento de la Comisión. 

14. MEDINA QUIROGA, C., “Modificación de los reglamentos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al procedimiento de peticiones individuales ante la 
Corte”, Anuario de Derechos Humanos, Nº 7, 2011, pp. 119-120. Disponible en http://www.anuariocdh.uchile.cl/
index.php/ADH/article/viewFile/17001/20530 (último acceso el 4 de mayo de 2014).

http://www.anuariocdh.uchile.cl/index.php/ADH/article/viewFile/17001/20530
http://www.anuariocdh.uchile.cl/index.php/ADH/article/viewFile/17001/20530
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el conocimiento y deliberación de una petición individual sometida a la Corte cuando 
sean nacionales del Estado demandado, así como una disposición en el art. 20 que 
autoriza a los Estados la designación de jueces ad hoc únicamente en los casos origi-
nados en comunicaciones interestatales. Además, en caso de que existan presuntas 
víctimas que no cuenten con representación legal en el procedimiento ante la Corte, 
el nuevo Reglamento, en su art. 37, consagra la figura del Defensor Interamericano e 
indica que la Corte (y no la Comisión) podrá designarlo de oficio para que asuma la 
representación durante la tramitación del caso. Así, según lo dispuesto en la Expo-
sición de Motivos de la reforma del RCorteIDH, “se evita que la Comisión tenga una 
posición dual ante la Corte, de representante de víctimas y de órgano del sistema”. En 
cuanto a la representación en supuestos de múltiples víctimas, la Corte autoriza (art. 
25 RCorteIDH) que los representantes de las presuntas víctimas que no llegasen a un 
acuerdo en la designación de un interviniente común designen un máximo de tres 
representantes que actúen como intervinientes comunes. En tales circunstancias, el 
mencionado artículo autoriza a la Presidencia de la Corte a determinar plazos distin-
tos a los establecidos en el Reglamento para la contestación del Estado, así como los 
plazos de participación del Estado y de las presuntas víctimas o sus representantes 
en las audiencias públicas. El nuevo Reglamento recoge diversas prácticas procesales 
de la Corte, entre las que cabe destacar la presentación de alegatos finales escritos 
por parte de las presuntas víctimas o sus representantes y el Estado demandado, y de 
observaciones finales por parte de la Comisión, si así lo desea (artículo 56). Además, 
en lo que respecta a la protección de las personas que comparecen ante la Corte, ésta 
se amplió en el art. 53 a los representantes o asesores legales de las presuntas víctimas 
como consecuencia de su defensa legal ante la Corte (en el antiguo Reglamento sólo se 
hacía mención a la protección de las presuntas víctimas, testigos y peritos).

La presentación de un caso ante la Corte se hará en la Secretaría, que informará a la 
Presidencia y los Jueces, el Estado demandado, la Comisión cuando no es ella la que 
presenta el caso, la presunta víctima, sus representantes o, en su caso, el Defensor 
Interamericano, así como a los otros Estados partes, el Consejo Permanente a través 
de su Presidencia y al Secretario General (art. 39 RCorteIDH). Una vez notificada la 
presentación del caso a la presunta víctima o sus representantes, éstos dispondrán 
de un plazo improrrogable de dos meses, contado a partir de la recepción de este es-
crito y sus anexos, para presentar autónomamente a la Corte su escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas (art. 40 RCorteIDH). El demandado expondrá por escrito su 
posición sobre el caso sometido a la Corte y, cuando corresponda, al escrito de solici-
tudes, argumentos y pruebas, en los dos meses siguientes a la recepción de este último 
escrito y sus anexos, sin perjuicio del plazo establecido para los supuestos de múltiples 
víctimas o representantes (art. 41 RCorteIDH). La presentación de excepciones pre-
liminares sólo será posible en el escrito del demandado y frente a las mismas podrán 
presentar observaciones la Comisión, las presuntas víctimas o sus representantes y, en 
todo caso, el Estado demandante (art. 42). La Presidencia señalará la fecha de apertura 
del procedimiento oral, que queda regulado en los arts. 45 a 55 RCorteIDH. Tras el 
procedimiento oral las presuntas víctimas o sus representantes, el Estado demandado 
y, en su caso, el Estado demandante, tendrán la oportunidad de presentar alegatos fi-
nales escritos en el plazo que determine la Presidencia, posibilidad que, como se indicó 
previamente, se extiende también a la Comisión (art. 56 RCorteIDH). El Reglamento 
se refiere también, en sus artículos 61, 62 y 63, a la finalización del procedimiento ante 
la Corte por desistimiento, reconocimiento o solución amistosa si bien, recordando sus 
responsabilidades en la protección de los derechos humanos, faculta a la Corte para 
decidir sobre la prosecución del examen del caso (art. 64 RCorteIDH)15. Finalmente, 

15. En este sentido, art. 37 CEDH.
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en la sentencia sobre el fondo la Corte puede no decidir sobre reparaciones y costas, 
en cuyo caso fijará la oportunidad para su posterior decisión y determinará el proce-
dimiento (arts. 65 y 66 RCorteIDH). Las sentencias, que la Secretaría comunicará a 
la Comisión, las víctimas o sus representantes, el Estado demandado y, en su caso, al 
Estado demandante, son definitivas e inapelables y concluyen con una orden de comu-
nicación y ejecución, si bien la solicitud de interpretación a que se refiere el artículo 
67 de la Convención podrá promoverse en relación con las sentencias de excepciones 
preliminares, fondo o reparaciones y costas (arts. 67 y 68 RCorteIDH)16. 

III. CONCLUSIONES

Como hemos visto, el óbice que para el acceso del particular a la CorteIDH ha repre-
sentado tradicionalmente el art. 61.2 de la Convención Americana se ha ido diluyendo 
paulatinamente gracias a las férreas voluntades de aquélla y de la Comisión. Desde 
el precedente de los casos hondureños Velázquez Rodríguez, Godínez Cruz y Fairén 
Garbi, en los que la Comisión permitió la participación de los particulares en los 
respectivos procesos como asesores, habilitándolos para interrogar a los testigos y 
presentar conclusiones conjuntamente con la Comisión, al proceso de reforma del 
Reglamento de la Corte Interamericana iniciado en 2009 y que continúa a día de hoy, 
el sistema ha ido avanzando en la senda del acceso individual a la jurisdicción, aunque 
aún quede mucho para el pleno reconocimiento de la autonomía del individuo. Ahora 
bien, no debemos dejar de destacar que todo este proceso se ha realizado dentro del 
marco convencional y a pesar del obstáculo del art. 61.2 CADH, que aparentaba ser 
una barrera insalvable para cualquier tipo de participación individual, para lo cual 
ha sido clave la entente cordiale establecida por dos enemigos en primera instancia, 
la Comisión y la Corte.

Las reformas reglamentarias a las que hemos aludido constituyen una pieza funda-
mental en el progresivo proceso de judicialización del SIDH que viene impulsando 
buena parte de la doctrina y de los especialistas en la materia aunque, eso sí, sin me-
nospreciar los efectos que la actividad de la Comisión ha repercutido en la práctica de 
la protección de los derechos humanos. Ni la falta de acceso directo del particular a la 
Corte ni la naturaleza política que en términos generales suele atribuirse a la Comisión 
pueden dejar pasar por alto el compromiso que hacia la Convención, implementada a 
través de la actividad de los órganos del SIDH, vienen demostrando la gran mayoría 
de los Estados parte. Muestra de ello es, entre otras cosas, la generalizada práctica del 
control de convencionalidad, tan excepcional en el contexto europeo. Todo ello nos 
permite ser especialmente cautelosos a la hora de valorar la posibilidad de una plena 
judicialización del sistema, que a pesar de introducir garantías adicionales a la pro-
tección de los derechos del particular nada desdeñables e incluso más que deseables, 
no podrá dejar de atender a la experiencia comparada, que nos demuestra día a día 
las limitaciones de los sistemas regionales, que por ello se empeñan en recordar a sus 
Estados el principio de subsidiariedad que los rige. 

El Sistema Interamericano se halla en un proceso de transformación impulsado sin 
duda por los retos a los que se enfrenta en la actualidad, especialmente las crecientes 
desigualdades sociales y las nuevas manifestaciones del autoritarismo, pero también 
la extendida concienciación sobre su eficacia, lo cual ha multiplicado la carga de tra-
bajo de los órganos que lo integran. El análisis de la experiencia interamericana nos 

16. Cabe recordar que el Protocolo 14 al CEDH introdujo (art. 46.3) un recurso de interpretación ante el TEDH 
como medida de refuerzo para el efectivo cumplimiento de las resoluciones de Estrasburgo. 
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permite hablar de un sistema de protección de derechos especialmente sensible al 
entorno en el que se desenvuelve y proclive a la más elevada garantía de los derechos 
desde una perspectiva sustantiva o material, y todo ello a pesar de los distintos obstá-
culos que ha tenido que salvar a lo largo de todo su proceso de evolución, y que no han 
impedido que adquiera una posición constitucional como la que ocupa en la realidad 
política americana actual.

El progresivo incremento de Estados que han aceptado la jurisdicción de la Corte, la 
integración de su doctrina en los ordenamientos nacionales y su implementación a 
través de las políticas internas son manifestación de la conveniencia de seguir avan-
zando en el camino de la judicialización. No obstante, existen otras piezas a tener 
en cuenta para completar el puzle, pues no puede obviarse la necesidad de dotar de 
los recursos humanos y financieros necesarios así como de cumplir desde un primer 
momento con el principio de subsidiariedad inherente a los sistemas regionales de 
protección de derechos, junto con la universalización de la aceptación de la diver-
sidad de tratados que se han generado en el entorno de la Organización de Estados 
Americanos y que complementan a la Declaración y a la Convención americanas17, si 
se pretende una efectiva protección judicial a nivel internacional que debe dirigirse 
hacia la reconfiguración del sistema 
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